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119Con la independencia y una vez adoptada la República 
federal, el artículo 26 del de 1824 estableció que ningún 
criminal de un Estado tendría asilo en otro, antes bien será 
entregado inmediatamente a la autoridad que le reclame.

Con la Constitución Federal de 1824 el artículo 161, 
en sus fracciones V y VI dispuso que cada uno de los 
estados tenía obligación de entregar inmediatamente 
los criminales de otros estados a la autoridad que los 
reclame, así como de entregar los fugitivos de otros esta-
dos a las personas que justamente los reclamen, o compe-
lerlos de otro modo a la satisfacción de la parte interesada.

De vuelta al régimen federal, la Constitución Federal 
de 1857 estableció en su artículo 113 que cada estado 
tiene obligación de entregar sin demora los criminales 
de otros estados a la autoridad que los reclame.

En el texto original de la Constitución de 1917, el 
artículo 119 disponía:

Artículo 119. Cada estado tiene obligación de entregar 
sin demora los criminales de otro estado o del extranjero, 
a las autoridades que lo reclamen. En estos casos, el auto 
del Juez que mande cumplir la requisitoria de extradi-
ción, será bastante para motivar la detención por un mes, 
si se tratare de extradición entre los estados, y por dos 
meses cuando fuere internacional.

La reforma más reciente a este artículo se llevó a 
cabo el 29 de enero de 2016 para establecer:

Artículo 119. Los Poderes de la Unión tienen el deber de 
proteger a las entidades federativas contra toda invasión 
o violencia exterior. En cada caso de sublevación o tras-
torno interior, les prestarán igual protección, siempre que 
sean excitados por la Legislatura de la entidad federativa 
o por su Ejecutivo, si aquélla no estuviere reunida.

Artículo 119
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119 Artículo 119. Los Poderes de la Unión tienen el deber de proteger a las entidades fe-
derativas contra toda invasión o violencia exterior. En cada caso de sublevación o 
transtorno interior, les prestarán igual protección, siempre que sean excitados por la 
Legislatura de la entidad federativa o por su Ejecutivo, si aquélla no estuviere reunida.1

Las entidades federativas están obligadas a entregar sin demora a los imputados o 
sentenciados, así como a practicar el aseguramiento y entrega de objetos, instrumentos 
o productos del delito, atendiendo a la autoridad de cualquier otra que los requiera. 
Estas diligencias se practicarán, con intervención de los respectivos órganos de pro-
curación de justicia, en los términos de los convenios de colaboración que, al efecto, 
celebren las entidades federativas. Para los mismos fines, las autoridades locales 
podrán celebrar convenios de colaboración con la Fiscalía General de la República.2

Las extradiciones a requerimiento de Estado extranjero serán tramitadas por el 
Ejecutivo federal, con la intervención de la autoridad judicial en los términos de esta 
Constitución, los tratados internacionales que al respecto se suscriban y las leyes re-
glamentarias. En esos casos, el auto del juez que mande cumplir la requisitoria será 
bastante para motivar la detención hasta por sesenta días naturales.3

1 Párrafo adicionado, dof: 25-10-1993. Reformado, dof: 29-01-2016.
2 Párrafo reformado, dof: 10-02-2014.
3 Artículo reformado, dof: 03-09-1993.

Artículo 119
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119El artículo 119 puede dividirse por su objeto en tres cuestiones o temas diferentes, que 
han sido integrados en el mismo artículo. El primer párrafo del 119 tiene que ver con 
la protección militar conjunta de los Estados Unidos Mexicanos a uno de los miembros 
de la Unión federal contra invasiones extranjeras. La segunda parte del mismo primer 
párrafo del artículo 119 se refiere a la defensa de la democracia constitucional estatal 
por los Poderes de la Unión, ante los ataques que ésta pueda sufrir generados en el 
propio estado convulso. Finalmente los párrafos segundo y tercero se refieren a las 
obligaciones interestatales e internacionales en materia penal de los estados, en el 
marco del pacto federal. El comentario que sigue cubre los tres temas mencionados en 
el mismo orden indicado en este párrafo.

La protección militar de los estados de la Unión federal

Iniciamos la exposición con el primer tema del primer párrafo del artículo 119, que es 
la protección militar conjunta de los Estados Unidos Mexicanos a uno de los estados 
de la Unión en caso de agresión perpetrada por una potencia extranjera.

El federalismo mexicano es un sistema político en el cual la violencia ejercida por 
una nación extranjera contra cualquiera de los estados federados se entiende dirigida 
contra el Estado nacional, que defenderá al estado en cuestión con todos los recursos 
conjuntos de los Estados Unidos Mexicanos.

La protección militar entre estados es uno de los fines de la Unión federal. Su 
origen inmediato se encuentra en Los Artículos de la Confederación de los Estados 
Unidos de América, que precedieron a la actual Constitución de Filadelfia que, como 
se sabe, sirvió de inspiración al Constituyente mexicano de 1824 y de ahí pasó a las 
constituciones de 1857 y 1917.

Ahora bien, es importante destacar que en el siglo xviii en la formación de su 
propio arreglo federal, los norteamericanos se vieron fuertemente influidos por expe-
riencias anteriores de otros pueblos organizados bajo el principio federal que, para 
ciertos fines se integraban en una comunidad, al tiempo que permanecían autónomos 
para los demás.

La primera experiencia federal que se fijaba como objeto la protección militar 
entre estados que influyó en el modelo estadounidense data del siglo v a.C., fue el de 
la Federación de los estados griegos. Ante la amenaza que presentaba en esa época el 

Artículo 119
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I numeroso y bien pertrechado ejército del poderoso Imperio persa, los múltiples y pe-
queños estados griegos tuvieron que recurrir a la unión para defenderse, pero sin 
unificarse en un solo Estado de mayor dimensión geográfica, pues ello contrariaba sus 
más íntimas convicciones políticas.

Los griegos y particularmente los atenienses consideraban que la democracia di-
recta sólo se podía preservar en territorios geográficamente pequeños, donde los ciu-
dadanos literalmente pudiesen acudir a la asamblea a pie a discutir los asuntos públi-
cos. Según ellos la democracia directa exigía además que el número de ciudadanos de 
la polis fuese igualmente reducido para que efectivamente todos se pudiesen gobernar 
a sí mismos, anteponiendo los intereses generales a los particulares, condición esta 
última que sólo se podía generar manteniendo al interior de la polis lazos fraternales 
entre sus miembros. 

Sin embargo, el problema que generaba el modelo de democracia directa con pe-
queña escala territorial y poblacional, era que presentaba una elevada vulnerabilidad 
ante las constantes ambiciones militares de las naciones extranjeras de su entorno, 
cuyos regímenes políticos autocráticos se basaban en la organización y liderazgo de 
poderosos ejércitos.

De ahí que los estados griegos, para preservar su autonomía y al mismo tiempo 
presentar una mejor protección de cara al exterior, se unen en una federación. De esta 
experiencia tomarían ejemplo con mayor o menor fortuna varios pueblos que son seña-
lados en la obra El Federalista, que a su vez también influiría al federalismo estadouni-
dense y posteriormente al mexicano.

Con el contexto de esta breve explicación histórica del federalismo se entiende 
perfectamente el sentido del primer párrafo del artículo 119, respecto a que los Estados 
Unidos Mexicanos reaccionarán militarmente como uno solo ante la violencia exterior. 
La defensa militar no sólo se endereza a proteger la integridad territorial de los Estados 
Unidos Mexicanos sino también su integridad ideológica manifestada en la Constitución, 
en cuanto que el pueblo mexicano en uso de su soberanía manifiesta su voluntad de 
constituirse en una República representativa, democrática, laica y federal. La defensa 
militar territorial es también la defensa por las armas de la Constitución federal.

La Constitución mexicana, al igual que la mayoría de las constituciones de las 
democracias consolidadas del mundo, incorpora en su texto garantías de autoprotección 
que pueden ser extraordinarias u ordinarias. Las extraordinarias son aquellas diseñadas 
contra embates frontales a las instituciones del país por parte de potencias extranjeras 
o por insurrecciones armadas internas. Dentro de estas garantías extraordinarias de 
autoprotección de la Constitución se encuentra el artículo 119 en su primer párrafo, 
en conexión con los artículos 29 y 136 de la Constitución federal.

Ahora bien, y esto nos permite enlazar con el siguiente tema contenido en este 
artículo 119, los embates contra el orden democrático pueden estar circunscritos al 
ámbito de un Estado y ser ejecutados por fuerzas políticas locales. Pero a diferencia de 
la garantía extraordinaria de la Constitución federal, las constituciones estatales no 
necesariamente cuentan con una garantía similar pues ésta de cualquier forma está en 
la Constitución federal y se llama la garantía democrática del Estado federal. 
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La garantía democrática del Estado federal

La segunda parte del primer párrafo del artículo 119 establece la llamada garantía de-
mocrática del Estado federal que tiene como propósito la defensa de los valores y princi-
pios de la democracia en los estados, subsidiariamente, por los Poderes de la Unión. 

Lo primero que se debe decir sobre esta garantía es que la premisa de la que lógi-
camente parte, es que de acuerdo con la Constitución federal todos los estados de la 
Unión deben organizarse políticamente como una democracia constitucional, y mante-
ner permanentemente el orden democrático como su forma de gobierno. Está excluida, 
por tanto, la autocracia en cualquiera de sus formas como sistema político de los esta-
dos, y por ello expresamente se establece la garantía democrática del Estado federal.

La garantía democrática del Estado federal puede ser o bien constructiva, o re-
constructiva, en atención al momento en el que los poderes federales protegen la de-
mocracia de los estados así como por los procedimientos que se utilizan. 

La garantía democrática constructiva

La garantía democrática constructiva consiste en que el gobierno nacional tiene la 
potestad, a través de sus órganos políticos —Congreso y presidente— de imponer a los 
estados en su primer momento constituyente su sistema político, que necesariamente 
debe ser democrático, y la forma de su gobierno.

La garantía democrática constructiva del artículo 119 tiene que ser por tanto in-
terpretada en conjunción con lo establecido en el artículo 73 que dice que “el Congre-
so tiene facultad: (I) para admitir nuevos estados a la Unión federal y (III) para formar 
nuevos estados dentro de los límites de los existentes”.

Aunque hoy no existen territorios en nuestro país que pretendan convertirse en 
estados de la Unión, la reforma política del Distrito Federal ha desembocado en la 
formación de una entidad federativa. Y a su constituyente se le ha aplicado los condi-
cionamientos que vienen impuestos por la garantía democrática constructiva de la 
Constitución federal.

De darse cualquiera de los dos supuestos señalados antes, los constituyentes loca-
les estarán obligados por el Congreso federal a respetar en su primer texto constitucio-
nal lo establecido en los artículos 115 y 116 de la Constitución federal, y todos los 
demás que imponen obligaciones a los estados para adoptar ciertas instituciones, como 
las comisiones estatales de los derechos humanos indicadas en el artículo 102, inciso 
b) de la Ley Fundamental. 

El cuerpo constituyente de la sociedad política que pretende adquirir el estatus de 
“Estado de la Unión” debe por tanto configurar la forma de gobierno presidencial que 
le viene indicada en la Constitución federal, el principio de la división del poder en 
tres órganos constitucionales, el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judi-
cial, así como su sistema electoral. Integrar en su organización del poder público al 
municipio. Tiene que incorporar también en su entramado institucional un Instituto 
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I Estatal Electoral, una Comisión Estatal de los Derechos Humanos, y una Comisión de 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, con la naturaleza 
jurídica de órgano constitucional autónomo. En el primer momento del constituyente 
local el Congreso federal tiene el margen político de maniobra necesario como para 
imponer las condiciones de organización política señaladas, so pena de no admitir al 
solicitante como estado de la Unión.

Ahora bien, una vez concluida la fase constructiva en la que interviene el Congreso 
federal y se ha admitido al estado como parte de la Unión federal, los poderes federales 
pierden su influencia sobre el Constituyente local y no pueden ya más indicarles cómo 
modificar su Constitución estatal, pues ello sería una vulneración a la soberanía de un 
estado de la Unión recurrible ante la Suprema Corte de Justicia de la Unión.

Habría que decir que la fórmula mexicana de la garantía democrática constructiva 
tiene el efecto de dejar un espacio menor de diseño institucional a los estados, de lo 
que por ejemplo se podría hacer en los estados de la República norteamericana o de 
la República Federal de Alemania.

El progreso democrático en los estados requiere necesariamente de conocimiento 
de ingeniería constitucional y de voluntad política en el ámbito local para impulsar 
reformas democráticamente progresistas a la Constitución estatal, puesto que la garan-
tía democrática constructiva —en la que fundan su intervención creativa los poderes 
federales— sólo opera en el primer momento constituyente de los estados.

La intervención creativa del gobierno nacional se pierde en cuanto el nuevo esta-
do es admitido a la Unión en un plano de igualdad al resto de los estados, y la Consti-
tución estatal cobra vigencia. A partir de ese momento el Congreso federal ya no tiene 
poder alguno para introducir cambios a la Constitución estatal. Desde ese momento la 
Constitución estatal, como sus homólogas del resto de los estados de la Federación, será 
democráticamente progresiva o simplemente cubrirá los mínimos exigibles por la Cons-
titución federal, en función al compromiso democrático de la élite política local y de 
la presión que sobre ellos pueda hacer el pueblo de cada estado. De ahí que existan 
diferentes niveles de desarrollo político entre los estados de la Unión federal. 

Los estados en donde los gobernantes y los gobernados tienen genuinas conviccio-
nes democráticas estarán permanentemente mejorando su marco constitucional local. 
De ello deriva que el federalismo se tenga como un gran laboratorio político en el cual 
es posible experimentar pues un estado que innova una institución y lo hace con éxito, 
con reconocimiento social, pronto puede ser imitado por otros estados o incluso su 
innovación puede ser implantada en el plano nacional. Pero en contrapartida a servir 
de palanca y laboratorio para el desarrollo político, este aspecto del federalismo tiene 
una cara negativa como explicamos enseguida.

Y es que los poderes federales tendrán sobrados problemas para aplicar la cláu-
sula democrática cuando la clase gobernante local no está inspirada por una genuina 
aspiración democrática y resiste cambios en su orden constitucional o legal para man-
tener privilegios ilegítimos. Un ejemplo paradigmático de derecho comparado a este 
respecto fue el asunto resuelto a través de la sentencia “Baker vs. Carr” de la Corte 
Suprema de los Estados Unidos, del año de 1962, derivada de una situación de fuerte 
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asimetría poblacional en los distritos electorales del estado norteamericano de Georgia 
que en colusión los legisladores locales de los dos partidos políticos se negaban a 
modificar, en tanto que la redistritación afectaría sus respectivos intereses electorales 
individuales. Pero la posibilidad de la Suprema Corte de Justicia de enderezar prácti-
cas constitucionales en los estados no es mucha; en aquel país este es más bien un 
asunto de los ciudadanos de los estados a través de instrumentos de democracia direc-
ta como la iniciativa constitucional ciudadana.

Como ha destacado el profesor G. Allan Tarr, los norteamericanos tempranamente 
identificaron que la patología de la democracia representativa en los estados se en-
cuentra en la resistencia al cambio democrático de los representantes populares y de 
las dirigencias de los partidos políticos. Por ello la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación le reconoce a los pueblos de los estados, a los ciudadanos, la posibilidad de 
cambiar sus constituciones estatales directamente, sin intermediación de los legisla-
dores locales. En otras palabras, aunque una Constitución estatal no reconozca en su 
propio texto el procedimiento de iniciativa constitucional ciudadana, la jurisprudencia 
del máximo tribunal federal les reconoce este inalienable derecho que deriva del dog-
ma de que el origen del poder público proviene del pueblo y que éste tiene en todo 
momento la potestad de cambiar su forma de gobierno. 

En el caso de México, se puede llegar a una interpretación judicial similar con 
fundamento en el artículo 39 que señala que “La soberanía nacional reside esencial y 
originalmente en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para 
beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o 
modificar la forma de su gobierno”, en conexión con preceptos homólogos contenidos 
en las constituciones estatales. La Constitución federal ha introducido además una 
regulación específica de dicho precepto que obliga a configurar los respectivos proce-
dimientos en leyes reglamentarias: en el artículo 35 se ha reconocido expresamente la 
iniciativa ciudadana y la consulta popular mediante la cual se puede, respectivamen-
te, impulsar cambios a la Constitución o procesar un referéndum en el ámbito federal. 
No existe prohibición constitucional para que en los estados se legisle de la misma 
manera; y tampoco caben restricciones por criterios de prudencia política, e incluso 
que se empodere aún más a los ciudadanos en el ejercicio de los instrumentos citados 
de cambio constitucional, ya que —a diferencia de lo que sucede con respecto a la 
Constitución federal— los cambios sustantivos a las constituciones de los estados 
pueden ser objeto de control de constitucionalidad federal y de convencionalidad, con 
independencia de que hayan sido generados por un movimiento popular. La iniciativa 
ciudadana y el referéndum como instrumentos para el cambio constitucional en los 
estados, puede servir en un estado para suplir la ausencia de impulso democrático de 
los legisladores locales. También como vía alternativa para que por impulso del Con-
greso de la Unión y la presidencia de la República —mediante reforma al artículo 116 
de la Constitución federal— se intente mejorar los regímenes políticos de los estados. 

Un ejemplo que puede alumbrar los límites para mejorar los sistemas democráticos 
en los estados cuando no existe localmente convicción democrática de la clase política, 
es el de las fórmulas constitucionales añejas que no garantizan adecuadamente la 
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I independencia de los poderes judiciales de los estados frente a los gobernadores y 
Congresos de los estados. Los diseños institucionales concernientes a los poderes ju-
diciales de los estados en varias Constituciones estatales vigentes, provienen del pa-
sado autocrático del México del siglo xx. No obstante ello, la Suprema Corte de Justi-
cia ha podido proteger la independencia de la función jurisdiccional en los estados 
hasta un cierto punto. Pero lo que la Suprema Corte de Justicia de la Nación no puede 
hacer es establecer a través de su sentencias, por ejemplo, un nuevo procedimiento de 
selección de magistrados del Tribunal Superior de Justicia de un estado que pudiese 
mejorar al vigente en algunas entidades federativas, para asegurar lo que la Constitución 
federal les impone como obligación a los constituyentes estatales de procurarles inde-
pendencia a los magistrados locales a través de un diseño institucional adecuado.

Es de notar que en este primer cuarto de siglo algunas constituciones estatales de 
nuestro país empiezan a reconocer instrumentos de democracia directa, entre los cua-
les se encuentra la iniciativa constitucional ciudadana y el referéndum. Es a través del 
primer instrumento mencionado que la ciudadanía puede impulsar cambios que los 
grupos parlamentarios de un Congreso —en su carácter de Poder Revisor de la Cons-
titución— no impulsan por simple apatía, o peor aún, porque afecta sus intereses de 
partido. Ante problemas como éste la iniciativa constitucional ciudadana permite su-
perar la falta de competencia de los poderes federales para intervenir fundados en la 
cláusula de garantía democrática; ambas instituciones de derecho público se comple-
mentan para llevar oxígeno a una democracia estatal cuya clase política puede llegar 
a oponerse al progreso democrático.

Cabe decir en este momento de nuestro comentario que, contrario a los preceptos 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la reforma política del 
“Distrito Federal” publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de enero de 
2016, mediante la cual se ha sustituido el concepto constitucional de “Distrito Federal” 
por el de “Ciudad de México”, no se ha reconocido a los ciudadanos de todo el país con 
fundamento en el artículo 35 fracción VIII, su derecho a participar en un proceso polí-
tico que afecta a todos los ciudadanos de la Federación, como lo es suprimir el “Distri-
to Federal”. Tampoco se ha permitido participar de forma definitoria a los ciudadanos 
que habitan la Ciudad de México en su propio proceso constituyente, con el efecto 
de que tal proceso sea controlado por poderes constituidos federales distintos a los se-
ñalados en la Constitución para operar la cláusula de garantía constructiva, con lo cual 
se ha violado el contenido de los artículos 35 fracción VIII, y 73, fracciones III y V. 

El sentido de la cláusula democrático constructiva es imponer a los estados y al 
lugar donde tiene su sede los poderes federales, un cierto arreglo institucional en su 
primer momento constituyente porque se considera que sólo así es posible que un es-
tado se pueda organizar y mantener como un sistema político democrático. Pero ello no 
debe de llevar a concluir que, si un estado adopta en su Constitución cada una de las 
instituciones que le vienen señaladas por la Constitución federal, es ya por este solo 
hecho un auténtico Estado democrático de derecho.

Al respecto cabe recordar la afirmación de Karl Loewenstein de que existen cons-
tituciones que lo son sólo de nombre, “Constituciones semánticas” decía el jurista 
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alemán, por oposición a las “Constituciones normativas”. Las primeras son sólo facha-
das donde un autócrata o grupo de autócratas esconde el verdadero proceso político de 
naturaleza autoritaria, en tanto que las segundas se corresponden a las constituciones 
verdaderamente democráticas que efectivamente controlan a los titulares de los pode-
res públicos y a los dirigentes de los partidos políticos.

Así pues el artículo 116 impone a los pueblos de los estados la obligación de hacer 
ingeniería constitucional para construir auténticas democracias, sea a través de sus 
representantes o directamente por los ciudadanos. Como bien dice Giovanni Sartori, 
se deben de integrar en los arreglos institucionales los incentivos para que los actores 
políticos se conduzcan con apego al principio democrático. De no haber un buen diseño 
institucional, se multiplican los factores de riesgo para la inestabilidad política en los 
estados y, por consiguiente, se multiplican los factores de riesgo para que pueda llegar 
a activarse la intervención coactiva de la cláusula democrática, contenida en el artícu-
lo 119, a la que hemos llamado reconstructiva.

La garantía democrática reconstructiva o coactiva

La garantía democrática del Estado federal de tipo reconstructivo tiene como objeto 
reestablecer el orden constitucional democrático de un Estado por los poderes federa-
les de manera subsidiaria, y por tanto sólo se activa cuando en algún estado de la Unión 
se ha subvertido el sistema democrático y se debe volver a construir con una fuerza 
externa a las beligerantes fuerzas locales, esto es, por los poderes federales.

La garantía democrática reconstructiva parte de la idea que un estado de la Unión, 
que ha sido construido de acuerdo con el arquetipo democrático señalado en la Cons-
titución federal, puede, sin embargo, convertirse al cabo de algún tiempo en una auto-
cracia por efecto de la acción de su clase gobernante o de una fracción de la misma. 
La clase gobernante puede llegar a imponerse al pueblo y someterlo por medio del 
monopolio de los instrumentos de gobierno, entre ellos, las fuentes del derecho y la 
fuerza coactiva del poder público. 

Como ya se dijo antes, el que un estado cuente con una Constitución no significa 
necesariamente que ésta sea la norma suprema del Estado, que efectivamente estén 
subordinados a ella los poderes públicos. Existen constituciones estatales de fachada, 
semánticas como las denomina Loewenstein, que sólo buscan esconder el verdadero 
proceso del poder político, que es autocrático, pues se concentra en una persona o 
grupo de personas.

En tanto que de acuerdo con la distribución federal de competencias las autorida-
des de los estados no cuentan con una fuerza militar que puedan utilizar impunemen-
te contra sus adversarios políticos, como sucede en las autocracias de tipo militar, el 
medio de sujeción a los dictados de sus intereses es a través de la corrupción sistemá-
tica de lo público y lo privado y el uso de los cuerpos de seguridad del estado y la 
discrecionalidad en la acción de acusar. Es así como se manifiesta la autocracia en los 
estados. Y de ello se puede valer fácilmente el crimen organizado para penetrar las 
instituciones públicas locales. 
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I El problema que en estos casos se presenta, es que la garantía reconstructiva 
opera sólo cuando el orden constitucional democrático de un estado ha entrado en una 
crisis política terminal, de la que no puede salir por los instrumentos locales de defen-
sa de la Constitución estatal. Pero hasta que este momento crítico no se presente, los 
poderes federales se ven impedidos de intervenir. 

La garantía democrática reconstructiva, a la que también se le puede llamar coac-
tiva, corre a cargo del presidente de la República y del Senado, lo que la diferencia de 
la garantía constructiva, en la que también participa la Cámara de Diputados. 

La garantía democrática reconstructiva se encuentra establecida en el artículo 
119 en conexión con el 76 en sus fracciones IV, V y VI; y 89 en sus fracciones I, VI, 
VII y XX.

Para efectos de nuestro comentario sobre quiénes y cómo se aplica la garantía re-
constructiva, interesa en lo que sigue, destacar las fracciones V y VI del artículo 76 y 
las fracciones antes apuntadas del artículo 89 de la Constitución federal.

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:
V. Declarar cuando hayan desaparecido todos los poderes constitucionales de una entidad 
federativa, que es llegado el caso de nombrarle un titular del Poder Ejecutivo Provisional, 
quien convocará a elecciones de acuerdo a las leyes constitucionales de la entidad fede-
rativa. El nombramiento del titular del Poder Ejecutivo local se hará por el Senado a 
propuesta en terna del presidente de la República con aprobación de las dos terceras 
partes de los miembros presentes, y en los recesos, por la Comisión Permanente, conforme 
a las mismas reglas. El funcionario así nombrado no podrá ser electo gobernador consti-
tucional en las elecciones que se verifiquen en virtud de la convocatoria que él expidiere. 
Esta disposición regirá siempre que las constituciones de las entidades federativas no 
prevean el caso.
VI. Resolver las cuestiones políticas que surjan entre los poderes de una entidad federati-
va cuando alguno de ellos ocurra con ese fin al Senado o cuando con motivo de dichas 
cuestiones se haya interrumpido el orden constitucional, mediando un conflicto de armas. 
En este caso el Senado dictará su resolución sujetándose a la Constitución General de la 
República y a la de la entidad federativa.

La fracción VI finaliza señalando que “La ley reglamentará el ejercicio de esta 
facultad y el de la anterior”.

El otro poder público del gobierno nacional competente para la aplicación de la 
garantía democrática reconstructiva, es el presidente de la República. Con fundamen-
to en el artículo 89 en su fracción I, el presidente de la República participa en la in-
tervención reconstructiva del orden democrático de un estado. La Constitución deja 
abierta la forma en la que el presidente deba intervenir, ya que no se pueden prever 
todos los escenarios que se habrán de presentar. El presidente puede por tanto hacer 
uso de todos los recursos que tiene asignados por la Constitución federal, entre ellos, 
el mando de la policía federal y aun de las fuerzas armadas, como se desprende de las 
fracciones VI y XX del citado artículo 89. 
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La garantía democrática del Estado federal en el derecho comparado

La cuestión de por qué la Constitución federal mexicana impone un sistema político 
determinado a los estados —el democrático—, y lo defiende de sus enemigos internos, 
sólo puede ser entendida en el marco de la teoría política del federalismo, así como de 
la historia de esta forma de gobierno. A este respecto cabe destacar que el estudio 
de ordenamientos constitucionales extranjeros sirve para conocer las instituciones 
nacionales, sobre todo cuando estas últimas han estado inspiradas directa o indirecta-
mente por un ordenamiento constitucional extranjero. Justamente este es con claridad 
el caso del artículo 119 de la Constitución mexicana vigente, que se inspira en la 
cláusula constitucional contenida en el artículo IV, sección 4 de la Constitución de los 
Estados Unidos de América que cobrara vigencia en el año de 1789.

De ahí que en este comentario resulte obligado referirnos a la teoría política del 
federalismo de los constituyentes norteamericanos de 1787, para entender en primera 
instancia la cláusula que antes hemos citado y que la doctrina estadounidense conoce 
como “la cláusula de garantía democrática” del Estado federal o guarantee clause, que 
dice:

Artículo IV
Sección 4. Los Estados Unidos de América garantizarán a cada Estado de esta Unión la 
forma republicana de gobierno; los protegerán contra invasión y, a pedido de la Legislatura 
o del Ejecutivo (cuando la Legislatura no pueda ser convocada), contra violencia doméstica.

Debemos iniciar el comentario de derecho comparado precisando que la voz “Re-
pública” utilizada en el artículo IV, sección 4 antes citado, quiere significar lo que hoy 
denominaríamos “democracia”, y más concretamente democracia representativa. En 
sus prolíficos y magníficos estudios sobre el federalismo el profesor Martin Diamond 
después de advertir los varios significados que la voz República tenía en la época de 
los padres fundadores, aclara que los constituyentes norteamericanos entendieron por 
esa voz —además de no monárquico—, “democracia representativa” en oposición a la 
voz “democracia”.

Para los constituyentes norteamericanos la voz democracia a secas significaba 
democracia directa, forma política esta última proveniente de la Grecia clásica, que 
habían estudiado cuidadosamente pues les había servido de modelo democrático en 
1776 para construir los planos del arquetipo político de los primeros estados democrá-
ticos de Norteamérica. Pero el estudio del ocaso de Atenas había persuadido a la 
Ilustración norteamericana que la democracia directa podría ser peligrosa de llegar el 
caso en que un “demagogo” incitara al pueblo hacia la toma de acciones contrarias a 
sus intereses. Por eso pretendieron atemperar los excesos de la democracia directa 
mediante la modalidad de la representación política, cuyo semillero sería la bien edu-
cada aristocracia norteamericana. Así pues, para distinguir democracia como sinónimo 
de democracia directa del tipo ateniense, introducen el concepto “República” para 
significar “democracia representativa”.
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I Bien dice por ello el catedrático español Luis López Guerra que las normas cons-
titucionales asumen un significado específico para la terminología que utilizan, así 
como una teoría política dentro de la cual los conceptos políticos cobran sentido, dan-
do ello por resultado que para interpretar correctamente una Constitución debe previa-
mente ser conocido el lenguaje constitucional y su teoría política.

Las observaciones de Luis López Guerra sobre el lenguaje constitucional y la 
teoría política son importantes porque es precisamente a través de la teoría política del 
federalismo elaborada en el siglo xviii, y del significado de la voz “República”, que se 
hacen comprensibles varias cláusulas de la Constitución mexicana de 1917 y que, como 
es sabido, preservó el principio federativo adoptado en la Constitución de 1824, la que 
a su vez se inspiró en la Constitución de los Estados Unidos de América de 1789.

El gran jurista norteamericano Edward S. Corwin ha subrayado que una de las 
principales motivaciones que las 13 ex colonias tuvieron para dar un paso más hacia 
“una Unión más perfecta”, fue crear un mecanismo endógeno al de cada uno de los 
estados, para evitar que los nuevos que se formaran optaran por la forma monárquica 
o la autocrática de gobierno, o rescatar a los estados ya constituidos como democracias 
en caso de que éstas se transformaran en monarquías o tiranías. Esta concepción po-
lítica deriva del debate de Montesquieu y James Madison sobre la escala territorial 
ideal para que florezca la democracia.

Montesquieu reelabora la teoría democrática de los griegos y dice que una demo-
cracia sólo puede ser posible en un espacio territorial pequeño, en un estado pequeño. 
En el número X de El Federalista, Madison rebate esta visión idílica de la democracia 
en los estados pequeños y dice que en realidad sucede exactamente lo contrario, que en 
los espacios geográficos reducidos las diferencias políticas entre los adversarios locales 
se convierten en enconos políticos que se personalizan, lo que hace más agresivas 
estas batallas. Según Madison, en estados pequeños como los sugeridos por la teoría 
política de Montesquieu una facción pretenderá imponerse a la otra y mantenerse en 
el poder, bloquear la posibilidad de la alternancia, y para ello se valdrá de todos los 
recursos a su alcance, legales o ilegales. Ello conduce a la fractura del sistema político 
democrático, por lo que, la Unión federal —argumenta Madison— tiene que introducir 
un remedio para las patologías democráticas estatales, que es la cláusula constitucional 
de garantía democrática del Estado federal (guarantee clause). 

Mediante esta cláusula constitucional el gobierno nacional estadounidense venía 
obligado a garantizar la democracia por dos vías diferentes: de una parte, que los es-
tados de nueva formación se configurarían como democracias constitucionales y, de 
otra parte, que una vez formados los estados como sistemas democráticos, no tuviesen 
una regresión monárquica o la formación de un autoritarismo de legisladores —la 
“tiranía de la mayoría” como le llamaba Thomas Jefferson. Si esto último sucedía, el 
gobierno nacional debía intervenir en el estado para restituir el sistema de gobierno 
democrático fracturado por la beligerancia de las fuerzas políticas locales.

A la primera fórmula constitucional de intervención de los poderes federales en 
los estados se le puede llamar “garantía democrática de intervención constructiva”, 
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mientras que a la segunda se le puede identificar como “garantía democrática de in-
tervención reconstructiva o coactiva”. 

Para entender la cláusula constitucional estadounidense de la defensa de las de-
mocracias estatales y las obligaciones que le impone al gobierno nacional, es impres-
cindible, en primer lugar, hacer una importante precisión histórica. En México se ha 
mitificado que el federalismo estadounidense proviene de la unión de 13 estados pre-
existentes que se unen. Esta apreciación, sin embargo, deja de lado el dato incontro-
vertible de que la Unión federal de Norteamérica está compuesta al día de hoy de 50 
estados, y que los 37 estados que se formaron después de promulgada la Constitución 
de Filadelfia de 1789, no obedece a ese esquema idílico que tantas veces se ha repe-
tido en nuestra literatura especializada.

Los hechos históricos indican que, por el contrario, más de la mitad de los estados 
de la actual Unión Americana fueron formados desde Washington por los departamen-
tos políticos del gobierno nacional, esto es, por el Congreso y el presidente, fundados 
en la cláusula de la garantía democrática constructiva.

Cuando un territorio pretendía adquirir el estatus político de “Estado de la Unión”, 
el Congreso federal emitía un Enabling Act que podríamos traducir al español como 
“Ley de Habilitación”. Esta norma del Congreso imponía las condiciones sobre las 
cuales los constituyentes de los estados en formación debían redactar sus constitucio-
nes. Si los requisitos establecidos en la Ley de Habilitación no eran escrupulosamen-
te respetados por los constituyentes de un territorio que pretendía convertirse en esta-
do, el Congreso o el presidente no les reconocía el estatus de estado de la Unión.

Uno de los requisitos que invariablemente imponían las leyes de Habilitación a 
los constituyentes locales era que éstos introdujeran en el nuevo texto constitucional 
el principio de la división de poderes en un Poder Legislativo, un Poder Ejecutivo y un 
Poder Judicial.

Ahora bien, el principio de la división de poderes se expresaba pero sin desarrollar 
qué tipo de separación de poderes, si la intensa, propia del sistema presidencial, o la 
débil del sistema parlamentario. Y ello por la simple razón de que al momento de la pro-
mulgación de la Constitución de Filadelfia, la diferenciación entre sistema presidencial 
y sistema parlamentario que hoy es tan común en cualquier libro de texto constitucio-
nal, aún no tomaba forma, pues justamente el sistema parlamentario inglés, como ha 
señalado, entre otros, Woodrow Wilson, estaba en formación, no había adquirido sus 
rasgos definitorios. 

Al respecto cabe destacar que a finales del siglo xviii los gobiernos de los primeros 
estados de la Unión Americana empezaron siendo gobiernos con un predominio abso-
luto del Poder Legislativo sobre los otros dos poderes. El Poder Legislativo nombraba 
al Ejecutivo, que le estaba subordinado al solo efecto de “ejecutar” la ley. La debilidad 
del Poder Ejecutivo se explica por el recuerdo de los gobernadores reales en la época 
colonial, que vinieron a representar el instrumento de opresión de la Corona inglesa, 
funcionario al que por tanto, en el nuevo esquema democrático, había que disminuir 
en sus poderes en proporción inversa a la asunción de poderes de los representantes 
del pueblo, los legisladores.
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I Pero antes de que transcurriera una década, el Poder Legislativo se convirtió en el 
nuevo poder opresor. Thomas Jefferson decía que no hacía diferencia para definir la 
tiranía si los opresores eran muchos o si era uno solo. Y es así que se forma la idea de 
otorgarle al Poder Ejecutivo una legitimidad popular autónoma, para contraponerlo 
como equilibrio político del Poder Legislativo.

Por ello las leyes de Habilitación del siglo xix y sobre todo del xx sí mencionan ya 
con claridad la opción del sistema presidencial como la forma de gobierno local.

La solución estadounidense ha sido seguida por prácticamente todas las constitu-
ciones federales del mundo e incluso por la Unión Europea, que sin ser un estado sí 
utiliza técnicas federales en su organización, como lo es el condicionamiento que se le 
impone a los estados nacionales que pretenden unirse a ella, que se conviertan antes 
en estados democráticos de derecho (garantía constructiva).

La Constitución de la República Federal de Alemania en 1949 establece:

Artículo 28.
1) El orden constitucional de los Länder responderá a los principios del Estado de Derecho 
republicano, democrático y social conforme a la Ley Fundamental. En los Länder, comarcas 
y municipios, la necesaria representación popular resultará de elecciones generales, di-
rectas, libres, iguales y secretas […]
3) La Federación garantiza que el orden constitucional de los Länder responda a los de-
rechos fundamentales y a lo dispuesto en los apartados 1 y 2.

Es de señalarse que de la garantía democrática constructiva reconocida en el ar-
tículo 28 apartado 1 de la Ley Fundamental de Bonn, se sirvieron los alemanes para 
construir el andamiaje institucional propio de un sistema democrático de derecho en 
los nuevos Länder del este tras la reunificación de Alemania en el año de 1990.

Las obligaciones interestatales e internacionales  
de los estados en materia penal

Finalmente, debemos analizar el tercer tema comprendido en este artículo 119, que se 
refiere a las obligaciones en materia de procuración y administración de justicia de los 
estados y de la Ciudad de México entre sí, así como de éstos con respecto a otros Es-
tados nacionales con los que el nuestro haya celebrado un Tratado Internacional de 
Extradición o de Cooperación Judicial.

El segundo párrafo del citado artículo 119, se refiere a la obligación que tienen los 
estados y la Ciudad de México de entregar a los indiciados, procesados o sentenciados, 
así como a los elementos relacionados con el delito o presunto delito cometido, a petición 
de otra entidad federativa donde se haya cometido un delito y se presuma o haya pro-
bado la responsabilidad de la acción delictiva por la persona cuya remisión se solicita.

La obligación de cooperar que esta fracción impone a las entidades federativas 
deriva de que la materia penal sustantiva es competencia de los estados. La Federa-
ción también es competente para conocer de ciertos delitos pero la diferencia con la 
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competencia en materia penal de los estados, es que el ámbito espacial de validez de las 
leyes penales federales, no está fragmentado geográficamente, como sí lo están las de los 
estados. El Ministerio Público federal puede investigar y acusar en su caso a una perso-
na de la comisión de un delito en cualquier punto de la República y consignarlo ante un 
juez de distrito del Poder Judicial de la Federación. Pero esto no sucede con respecto a los 
delitos de competencia local. El Ministerio Público estatal sólo puede investigar y ejercer 
la acción penal en el estado y consignarlo igualmente a un juez del estado.

El ámbito espacial de validez federal abarca todo el territorio de la República, mien-
tras que el ámbito espacial de validez de las leyes penales estatales está circunscrito al 
territorio de cada una de las entidades federativas, lo que acota la posibilidad de las 
autoridades estatales a ejercer autoridad sólo en su territorio. Ello puede y en la práctica 
representa un problema significativo porque bastaría que un criminal cruzara la línea 
fronteriza de un estado para sustraerse de la acción de la justicia. Por ello el federalismo 
provee una solución en este artículo 119, a través de la colaboración obligatoria entre las 
autoridades que procuran y administran justicia en los estados y en la Ciudad de México. 

Para superar legalmente la incompetencia para perseguir o juzgar un delito en otro 
estado diferente a donde el delito se cometió, se podrá solicitar de las autoridades 
competentes de otro estado, la remisión de un indiciado, procesado o sentenciado, que 
por cualquier causa se haya ausentado del estado donde se ha cometido, o supuesta-
mente cometido, un delito.

El segundo párrafo del artículo 119 debe ser interpretado según el caso concreto 
que se trate en conjunción con el artículo 121 de la Ley Fundamental, en el cual se 
establecen las reglas de territorialidad.

En cuanto a los delitos cometidos en otros Estados nacionales, los problemas de 
jurisdicción espacialmente acotada que se presentan para investigar, juzgar o ejecutar 
las sentencias, son similares a los del Estado federal. Por ello en el tercer párrafo de 
este mismo artículo 119 se provee una solución que permite y, más aún, obliga a la 
cooperación internacional en materia penal de los Estados, en los términos fijados en 
los respectivos tratados internacionales. 

Para el desahogo de una solicitud internacional que compete a las autoridades de 
los estados, se requiere la intervención de nuestras autoridades federales, que son las 
encargadas de aplicar los tratados internacionales en esta materia y, por tanto, las res-
ponsables de concentrar y redirigir los requerimientos girados por otros países a las 
autoridades competentes de los Estados Unidos Mexicanos.
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119Primera reforma
Diario Oficial de la Federación: 3-IX-1923

XXX Legislatura (1-IX-1922/15-VIII-1924)
Presidencia de Álvaro Obregón, 1-XII-1920/30-XI-1924

Cada estado y el Distrito Federal están obligados a entregar sin demora a los indiciados, 
procesados o sentenciados, así como a practicar el aseguramiento y entrega de objetos, 
instrumentos o productos del delito, atendiendo a la autoridad de cualquier otra entidad 
federativa que los requiera.

Segunda reforma
Diario Oficial de la Federación: 25-X-1993

LV Legislatura (1-IX-1991/31-VIII-1994)
Presidencia de Carlos Salinas de Gortari, 1-XII-1988/30-XI-1994

Se agrega un nuevo párrafo primero en el que se establece que los Poderes de la Unión 
tienen el deber de proteger a los estados en contra de toda invasión o violencia externa, 
al igual que en caso de sublevación o trastorno interior, siempre y cuando medie 
la solicitud de la legislatura local o su Poder Ejecutivo, cuando aquélla no estuviere 
reunida.

Tercera reforma
Diario Oficial de la Federación: 10-II-2014

LXII Legislatura (1-IX-2012/31-VIII-2015)
Presidencia de Enrique Peña Nieto, 1-XII-2012/30-XI-2018

La reforma establece en el segundo párrafo del artículo la obligación de las entidades 
federativas para entregar sin demora a los sentenciados. Así como practicar el asegu-
ramiento y entregar objetos, instrumentos o productos del delito, atendiendo a la auto-
ridad de cualquiera otra que no se quiera. Esta diligencia se practicará de acuerdo a 
los convenios de colaboración que celebren las entidades federativas en este aspec-

Artículo 119

Trayectoria constitucional
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I to. Para los mismos fines, las autoridades locales podrán celebrar un convenio de 
colaboración con la Fiscalía General de la República.

Cuarta reforma
Diario Oficial de la Federación: 29-I-2016

LXIII Legislatura (1-IX-2015/31-VIII-2018)
Presidencia de Enrique Peña Nieto, 1-XII-2012/30-XI-2018

Se cambia la redacción del artículo de acuerdo a la reforma que crea la Ciudad de 
México como una entidad federativa, y se elimina “Distrito Federal” para dejar “enti-
dades federativas”.
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